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✓ Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social.

✓ Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, 
tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009.

✓ Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 de noviembre de 
2003, relativa al estatuto de los nacionales de terceros países 
residentes de larga duración (Art.12).

✓ Directiva 2001/40/CE del Consejo, de 28 de mayo de 2001, de 
28 de mayo de 2001, relativo al reconocimiento mutuo de las 
decisiones en materia de expulsión de nacionales de terceros 
países.
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EXPEDIENTE  ADMINSTRATIVO SANCIONADOR 

DEL Artículo 57.2 LOEX.
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Iniciación de procedimiento 
sancionador por infracción del 
Artículo 57.2 LOEXT:

1. Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las 
tipificadas como muy graves, o conductas graves de las previstas en los 
apartados a), b), c), d) y f) del artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, podrá 
aplicarse, en atención al principio de proporcionalidad, en lugar de la sanción 
de multa, la expulsión del territorio español, previa la tramitación del 
correspondiente expediente administrativo y mediante la resolución motivada 
que valore los hechos que configuran la infracción.

II. Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa 
tramitación del correspondiente expediente, que el 
extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, 
por una conducta dolosa que constituya en nuestro país 
delito sancionado con pena privativa de libertad superior a 
un año, salvo que los antecedentes penales hubieran sido 
cancelados.
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FASE ADMINISTRATIVA

Detención e iniciación de 
procedimiento sancionador 

por vía Art. 57.2

Por delito

Centro 
Penitenciario

Control rutinario en vía 
pública. No es frecuente
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FASE ADMINISTRATIVA

Acuerdo Iniciación de 
Procedimiento 
Administrativo 
Sancionador de 

Expulsión.

Procedimiento preferente. 
48 H

Máximo 6 meses para 
resolución, si es superior= 

caducidad.

Farah Attari Stouti -Abogada 14.342 del ICAV-



PROCEDIMIENTO PREFERENTE

Supuestos : Artículo 234 y ss 
• Infracciones del artículo 54.1.a) y b), d y f), así como Art. 

57.2.

• Riesgo de incomparecencia.

• Que el extranjero evite o dificulte la expulsión.

• Riesgo para el orden público, seguridad pública o la 
seguridad nacional.

Cabe la posibilidad de que se interesen medidas cautelares 
junto con la incoación del expediente sancionador de 
expulsión (Retirada pasaporte, Internamiento CIE, comparecencias ante la Policía….etc).

Alegaciones : 48 horas. 

Se puede realizar proposición de prueba, que se valorará la 
pertinencia o no de la prueba. Art. 234.4 Reglamento de 
LOEXT.
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PROCEDIMIENTO ORDINARIO

Supuestos : Artículo 226 y ss

• Los demás supuestos salvo en los 
contemplados  en el artículo 234.

Alegaciones : 15 días hábiles. 
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Fase Administrativa: 
ALEGACIONES 48H o 15 días hábiles:

Acompañar Documentos que acrediten el Arraigo social, Familiar y 
económico en España.

Importante acreditar los vínculos familiares.

Certificados judiciales sobre el estado de la causa, en su caso.

Tened en cuenta las excepciones establecidas en el apartado 5 del 
artículo 57 de la LOEXT.
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Expulsión Art. 57.2

• Asimismo, constituirá causa de expulsión, 
previa tramitación del correspondiente 
expediente, que el extranjero haya sido 
condenado, dentro o fuera de España, por 
una conducta dolosa que constituya en 
nuestro país delito sancionado con pena 
privativa de libertad superior a un año, 
salvo que los antecedentes penales 
hubieran sido cancelados.

• Supuestos:
• Condenado fuera o dentro de 

España.

• Delito sancionado con pena 
privativa de libertad superior a un 
año.

• Pena en abstracto CP.

• Relación con el art. 54.1 a)

• Consecuencia:  además de la 
sanción de expulsión, conlleva la 

EXTINCIÓN DE 
AUTORIZACIÓN DE 
RESIDENCIA (57.4) en caso 
de ser residente. 
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Excepciones: 

Art.57.5

a) Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos cinco años.

b) Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión de un residente 
de larga duración, deberá tomarse en consideración el tiempo de su residencia en España y los 

vínculos creados, su edad, las consecuencias para el interesado y para los miembros de su 
familia, y los vínculos con el país al que va a ser expulsado .

c) Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad 
española.

d)  A los que sean beneficiarios de una prestación por incapacidad permanente para el trabajo como 
consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional ocurridos en España, así como los que 

perciban una prestación contributiva por desempleo o sean beneficiarios de una prestación económica 
asistencial de carácter público destinada a lograr su inserción o reinserción social o laboral.

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al cónyuge del extranjero que se encuentre en 
alguna de las situaciones señaladas anteriormente y que haya residido legalmente en España durante más de dos años, ni a 

sus ascendientes e hijos menores, o mayores con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 
necesidades debido a su estado de salud, que estén a su cargo.
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Apartado 4 del artículo 57.

• La expulsión conllevará, en todo caso, la 
extinción de cualquier autorización para 
permanecer legalmente en España, así 
como el archivo de cualquier procedimiento 
que tuviera por objeto la autorización para 
residir o trabajar en España del extranjero 
expulsado. No obstante, la expulsión podrá 
revocarse en los supuestos que se 
determinen reglamentariamente.
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Expulsión de residentes de Larga 
Duración.

• “La sanción de 
expulsión no podrá ser 
impuesta, salvo que la 
infracción cometida 
sea la prevista en el 
artículo 54, letra a) del 
apartado 1, o suponga 
una reincidencia en la 
comisión, en el término 
de un año, de una 
infracción de la misma 
naturaleza sancionable 
con la expulsión, a los 
extranjeros que se 
encuentren en los 
siguientes supuestos:”

• Art.57.5 b) Los residentes de larga 
duración. 

Antes de adoptar la decisión de la 
expulsión de un residente de larga 
duración, deberá tomarse en 
consideración el tiempo de su 
residencia en España y los vínculos 
creados, su edad, las consecuencias 
para el interesado y para los 
miembros de su familia, y los 
vínculos con el país al que va a ser 
expulsado.

Gozan de una protección reforzada en 
virtud del art.12 de la Directiva 
2003/109/CE.
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• La redacción dada a el artículo 57 de la Ley Orgánica 4/2000, por la Ley Orgánica 2/2009, es de 

especial trascendencia por cuanto que se realiza, a través de la misma, la transposición a nuestro 

ordenamiento jurídico de la Directiva 2003/109/CE, especialmente el artículo 12.

• Reiterada doctrina del Tribunal Superior de Justicia Europeo así como del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos.

• Directiva 2001/40/CE del Consejo, de 28 de mayo de 2001 (LCEur 2001, 1924) ), contempla la 

expulsión basada en una amenaza grave y actual para el orden público o la seguridad nacionales que 

puede adoptarse en caso de "condena del nacional de un tercer país por el Estado miembro autor a 

causa de una infracción sancionable con una pena privativa de libertad de al menos un año" (art. 3). 

• La Directiva exige una amenaza real y suficientemente grave para el orden público o 

la seguridad pública para que una persona que tenga reconocida una residencia de 

Larga Duración pueda ser expulsada. 

NO CABE LA APLICACIÓN AUTOMÁTICA DE LA EXPULSIÓN POR LA MERA EXISTENCIA DE 

ANTECEDENTES PENALES, se ha de acreditar que el ciudadano en cuestión  SUPONE UNA 

AMENAZA, ACTUAL,  REAL Y SUFICIENTEMENTE GRAVE PARA EL ORDEN PÚBLICO O SEGURIDAD 

PÚBLICA.

DEBER DE MOTIVACIÓN DE LA SANCIÓN DE EXPULSIÓN en ponderación de circunstancias 

personales de cada supuesto.
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Interpretación del Art. 57.2

• Administración: Aplicación automática por existencia de 
antecedentes penales.

• Evolución y cambio de criterio jurisprudencial sobre la 
interpretación del art. 57.2. = NO CABE APLICACIÓN 
AUTOMÁTICA;  existe el deber de motivación al existir 
intereses constitucionales en juego (Art.18.1 y 24.2 de la 
CE); necesidad de ponderar las circunstancias 
personales de cada supuesto (STS 3254/2022 de fecha 7 de 

septiembre de 2022, y de 18 de enero de 2022) .
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RECURSO de REPOSICIÓN CONTRA LA SANCIÓN EXPULSIÓN (1 MES ). 

Recurso Reposición. Art. 112; 123 y ss  de la Ley 

39/2015, de 1 de Octubre del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

Medidas cautelares en 
vía administrativa.

Art. 117.2 de la Ley 
39/2015.
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FASE ADMINITSRATIVA
Recurso de Reposición contra sanción 

expulsión.

Plazo : Un mes

Valorar si interesa hacer este Recurso de Reposición.

Motivos:

• Caducidad del expediente, en su caso.

• Falta de motivación y valoración caso concreto.

• Valorar la posibilidad de Levantamiento de la 
prohibición de entrada, tras tres años desde la 
ejecución de expulsión.

• Posibilidad de solicitar medidas cautelares, 
Articulo 117 de la Ley 39/2015.
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Fase judicial:

RECURSO CONTRA LA SANCIÓN EXPULSIÓN (2 MESES). 
Solicitud de medidas cautelares o cautelarísimas.

Recurso Contencioso Administrativo

Situación normal, en 
libertad y sin adopción 

de medidas

Medidas Cautelares 
del Artículo 129.

Tras internamiento CIE

Medidas cautelares 
ordinarias cuando no 

hay urgencia. 

Medidas 
cautelarísimas cuando 

la expulsión es 
inminente (Art.135 

LJCA).

Expulsión Express en 
plazo Max 72h

Medidas 
Cautelarísimas.

Farah Attari Stouti -Abogada 14.342 del ICAV-



Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Tipos de Procedimiento: 

❑Procedimiento Abreviado : Artículo 78 y 
ss de la LJCA.

❑Procedimiento Ordinario: artículo 45 y ss 
de la LJCA.
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Medidas cautelares, artículo 129 y 
cautelarísima del artículo 135.

Solicitar la suspensión del acto administrativo: ejecución de la 
sanción de expulsión: 

❑Ningún perjuicio se causa a la administración.

❑Graves perjuicios al interesado.

 Acreditación de los Presupuestos del artículo 135:
❑ Periculum in mora o Perjuicio de difícil reparación (acreditar arraigo familiar, 

y que los perjuicios no solamente se causarían al interesado sino también a 
su familia; los daños son irreparables).

❑ Inexistencia de perjuicios para intereses generales ni para terceros (falta 
de perturbación).

❑ Fumus bonis iuris o Apariencia de buen derecho (la pretensión goza de un 
mínimo de razonabilidad jurídica)
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Fases del proceso de expulsión

Incoación 
procedimiento 
sancionador 

Max.6 meses
Sanción 

expulsión

Ejecución, en 
su caso, 

Prohibición de 
Entrada
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STS 3254/2022 de fecha 7 de septiembre de 2022, Recurso 1738/2020.

“Cuando se trata de Residentes de Larga Duración la Ley les otorga una 

especial protección a la hora de poderlos expulsar en cumplimiento de la 

Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 de noviembre, que en su art. 12.1 

establece: "Los Estados miembros únicamente podrán tomar una decisión de 

expulsión contra un residente de larga duración cuando represente una 

amenaza real y suficientemente grave para el orden público o la seguridad 

pública",

Añadiendo en el Art. 12.3: "antes de adoptar una decisión de expulsión de un 

residente de larga duración los Estados miembros deberán tomar en 

consideración los elementos siguientes: 

a) la duración de la residencia en el territorio; 

b) la edad de la persona implicada; 

c) las consecuencias para él y para los miembros de su familia; 

d) los vínculos con el país de residencia o la ausencia de vínculos con el 

país de origen"
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STS 3254/2022 de fecha 7 de septiembre de 2022, (Recurso 1738/2020)//STJUE 8 de Dic 2011.

En definitiva, únicamente se podrá ordenar la expulsión de 

un extranjero con residencia de larga duración cuando 

represente una amenaza real y suficientemente grave para 

el orden público o la seguridad jurídica (por tanto, no basta 

con que haya sido condenado por la comisión de un delito 

castigado con más de un año de prisión), debiendo tenerse 

en cuenta, antes de acordar la expulsión, entre otras 

circunstancias, las consecuencias que para él y los 

miembros de su familia tendría la expulsión. 

Como en todo conflicto de intereses, se trata de ponderar cuál de ellos 

merece en el caso mayor protección, pudiendo llegarse a la conclusión 

de que la preservación del orden público o la seguridad nacional debe 

primar sobre los otros intereses".
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Sentencia nº1106/2023; STS 3611/2023, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 5ª del Tribunal 
Supremo, de fecha 4 de septiembre de 2023 (R. Casación 7709/2019).

• 2.º) Declarar que la cuestión planteada en el recurso que presenta interés casacional objetivo para la formaciónde la jurisprudencia consiste en consiste en reafirmar, 
reforzar, complementar, matizar o rectificar, nuestra jurisprudencia sobre si, en aplicación del art. 57.2 de la LOEX, procede la expulsión automática de 
extranjeros-con independencia de la duración de su residencia- o por el contrario, en aplicación del principio deproporcionalidad, han de motivarse, individualizarse y 
ponderarse todas las circunstancias personales yfamiliares concurrentes.

• "para apreciar si una medida de expulsión es proporcionada al objetivo legitimo perseguido, en este caso la protección del orden público o de la seguridad pública, 
deben tenerse en cuenta los criterios del artículo 28, apartado 1, de la Directiva 2004/38, a saber: la duración de la residencia del interesado en eI territorio del Estado 
miembro de acogida, su edad, su estado de salud, situación familiar y económica, su integración social y cultural en el Estado miembro de acogida y la importancia de 
los vínculos con su país de origen. En el marco del principio de proporcionalidad, es importante tomar en consideración igualmente el grado de gravedad de la 
infracción.“

• "Pues bien, entendemos que la expulsión que en este caso se prevé anudada a la condena por la comisión de un delito doloso castigado con pena 
privativa de libertad superior a un año, no persigue el castigo de una conducta ilícita, la sentencia condenatoria es la respuesta punitiva del Estado a la 
conducta ilícita en que consiste el delito cometido, y la expulsión -con la prohibición de entrada que conlleva- no pretende castigar desde una 
perspectiva distinta tal conducta ilícita en que el delito consiste. La expulsión de la que aquí tratamos es una medida restrictiva de derechos que se 
impone en el marco de la política de extranjería para proteger el orden público y la seguridad ciudadana (así se deduce de la Directiva 2001/40, antes 
citada) y garantizar que la permanencia de los extranjeros en España se efectúe en términos de convivencia que permitan la integración con respeto al 
sistema de derechos y libertades.

• "Por lo tanto, aunque la medida de expulsión prevista en el art. 57.2 LOEX no revista naturaleza sancionadora, 
su imposición no deriva "ope legis" de forma automática de la condena por delito doloso prevista en el 
precepto ya que el grado de gravamen que tal medida representa en intereses constitucionalmente 
salvaguardados impone la necesidad, en todo caso, de motivación, individualización, ponderación de todas 
las circunstancias personales y familiares concurrentes, y la aplicación del principio de proporcionalidad 
entre la finalidad perseguida por la medida y los principios constitucionales y derechos fundamentales a 
los que afecta."
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STS 1015/2024, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 5ª 

• Declarar que las cuestiones planteadas en el recurso que presentan interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consisten en determinar: i) si la 
expresión "salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados" contenida en el artículo 57.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero , abarca 
también el supuesto de que los referidos antecedentes penales resulten cancelables; ii) si, en el supuesto de que el antecedente penal que sirve de fundamento 
a la expulsión del referido precepto fuera cancelable en el momento de acordarse la misma, ello puede/debe ser objeto de ponderación a efectos de valorar la 
proporcionalidad de la expulsión de un residente de larga duración, bien por la Administración en el momento de decidir la procedencia de la misma, bien por los 
órganos jurisdiccionales al revisar la decisión adoptada.

• …….

• ese debate que se suscita está referido a la ponderación de las circunstancias que concurran en el afectado, 
cuando deba aplicarse a orden de expulsión que se establece en el artículo 57.2º. Pues bien, en relación con 
esta cuestión se suscita un debate en el escrito de interposición referido a la imposibilidad de hacer una 
aplicación automática de la previsión del precepto en el sentido de que no puede ser aplicable, en todo 
caso, quien haya sido condenado por delito castigado con la pena privativa de libertad superior al año, 
sino que han de valorarse las circunstancias personales del condenado, conforme tiene declarado nuestra 
más reciente jurisprudencia. Y en ese sentido nuevamente se hace por la defensa del recurrente abstracción 
de la motivación de la sentencia del Tribunal territorial, en que, con prolija cita y argumentación exhaustiva, se 
expone que dicha aplicación automática no es admisible y que, en efecto, debe procederse a la valoración de 
las circunstancias personales del castigado con la pena que propicia la expulsión .
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